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Recurso: Procedimiento abreviado número 21/2025. 

ADMINISTRACION Demandante: D. Guillermo Arias Doncel. 

DE JUSTICIA Abogada: D.2 María Cruz Pachón (col. 137 825 del ICAM) en sustitución de D. Antonio 

Suárez-Valdés González (col. 52 396 del ICAM). 

Administración: Ministerio del Interior. 

Abogacia del Estado: D. Pablo Marín Garcia San Miguel. 

Cuantía: Indeterminada. 

Actuación administrativa recurrida: Resolución de 13 de enero de 2025, de la directora 

general de la Guardia Civil (por delegación del ministro) desestimando la solicitud del 

actor relativa a las retribuciones de personal correspondientes a la promoción en la que 

concurrió, de no haber sido excluido del proceso selectivo para la incorporación a la 

Escala de cabos y guardias de la Guardia Civil. 

En la villa de Madrid, a 23 de mayo de 2025. 

El Iltmo. Sr. D. Luis ALFREDO DE DIEGO Y DiEz, magistrado del Juzgado Central 
de lo Contencioso Administrativo número 2 de la Audiencia Nacional, ha 

pronunciado, 

EN NOMBRE DE S.M. EL REY DE ESPAÑA FELIPE VI, la siguiente 

— SENTENCIAnúm. 75/2025 — 

1. ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero. El pasado día 10/02/2025 tuvo entrada, vía Lexnet, en la oficina 
de registro y reparto de los juzgados centrales de lo contencioso administrativo 
el recurso entre las partes y con el objeto ut supra referenciados. Una vez 
subsanados los defectos advertidos, por decreto de 14/02/2025 se admitió a 
trámite dicha demanda y se pidió el expediente. Tras su recepción, se señaló para 
la celebración del oportuno juicio el día 22/05/2025, a las 10:30 horas. A dicho 
acto comparecieron ambas partes, solicitando la defensa de la demandante la 
anulación de la resolución impugnada y pidiendo la Abogacía del Estado la 
desestimación de la demanda. 

Segundo. En la sustanciación de este procedimiento se han observado, en 
esencia, las prescripciones legales. 
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DE JUSTICIA 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. Objeto y antecedentes relevantes. El objeto de este pleito es la 
resolución de 13 de enero de 2025, de la directora general de la Guardia Civil 

(por delegación del ministro) desestimando la solicitud del actor relativa a las 
retribuciones de personal correspondientes a la promoción en la que concurrió, 
de no haber sido excluido del proceso selectivo para la incorporación a la Escala 
de cabos y guardias de la Guardia Civil. 

Los antecedentes relevantes del caso son los siguientes: 

1. Enelaño2019,el actor se inscribió en el proceso selectivo para el ingreso 
en los centros docentes de formación y posterior incorporación a la 
Escala de cabos y guardias del Cuerpo de la Guardia Civil. 

Fue admitido como aspirante y, más tarde, fue declarado no apto en la 
prueba de reconocimiento médico que le fue efectuada en dicho proceso 
selectivo. Tras la desestimación del recurso de alzada contra aquella 
declaración de no apto, acudió a los tribunales. 

La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (contencioso, 
sección 6.2) de 7 de octubre de 2021 (PO 130/2020) estimó parcialmente 
su demanda en los siguientes términos: 

«1.- ESTIMAR EN PARTE el recurso contencioso-administrativo 130/19, 

interpuesto por el procurador D. José Javier Freixa Iruela, en nombre y 

representación de D. GUILLERMO ARIAS DONCEL, contra la Resolución de 9 

de enero de 2020, de la DIRECCIÓN GENERAL DE LA GUARDIA CIVIL (Mando 

de Personal- Jefatura de Enseñanza), por la que se desestima el recurso de 

alzada interpuesto contra la Resolución de 26-09-19 del Tribunal de 

Selección, por las que se declara no apto al recurrente en la prueba de 

reconocimiento médico, en convocatoria de proceso selectivo para ingreso 

en centros docentes de formación de la Escala de Cabos y Guardias de la 

Guardia Civil (Resolución de 10.05.19 - BOE 16.05.19), actuación 

administrativa que en consecuencia se revoca y anula en tanto que no 

ajustada a Derecho, con retroacción de actuaciones para que se evalúe 

nuevamente la prueba realizada y se califique la misma en los términos 

contenidos en el F£ D.2 6%, último párrafo, de esta sentencia». 

2.- DESESTIMAR el presente recurso en todo lo demás». 

En ejecución de esta sentencia se realizó una nueva calificación de la 
prueba de reconocimiento médico del ahora recurrente. En el acta de la 
nueva calificación, de fecha 3 de mayo de 2022, se considera que la 

patología presentada por el actor «no hace prever su incapacidad para 
realizar los periodos de formación adecuadamente, así como tampoco una 
limitación en el desempeño pleno de las funciones propias del servicio o 
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pueda suponer una insuficiencia de condiciones psicofisicas de cardcter 
permanente, declarándole APTO en la prueba de reconocimiento médico». 

5. Por Resolución 1124/2022, de 22 de diciembre, de la Jefatura de 

Enseñanza de la Guardia Civil (BOGC n.2 54 de 27 de diciembre de 2022), 
se nombró al actor alumno de la enseñanza de formación, para la 

incorporación a la Escala de Cabos y Guardias de la Guardia Civil. 

6. Por Orden DEF/1387/2024, de 2 de diciembre (BOE n.2 296 de 9 de 
diciembre de 2024), se promovió al empleo de guardia civil de la Escala 
de cabos y guardias de la Guardia Civil al alumno don Guillermo Arias 
Doncel, con antigúedad de 4 de abril de 2021. 

Respecto de los integrantes de su originaria promoción, sucedió lo siguiente: 

1. Por resolución 160/32286/2019, de 26 de septiembre, de la Jefatura de 
Enseñanza de la Guardia Civil (BOE n.2 234 de 28 de septiembre de 2019) 
se publicó la relación de admitidos como alumnos de la enseñanza de 
formación, para la incorporación a la Escala de cabos y guardias del 
Cuerpo de la Guardia Civil. 

2. En virtud de dicha resolución, los compañeros de promoción de origen 
del dicente se incorporaron a la Academia de Guardias de la Guardia Civil 
de Baeza el día 3 de octubre de 2019, siendo esta fecha en la que sus 

compañeros de promoción de origen comenzaron a percibir 
retribuciones. 

3. Por Orden DEF/618/2021, de 9 de junio (BOE n.2 145 de 18 de junio de 
2021), se promovió al empleo de guardia civil de la Escala de cabos y 
guardias de la Guardia Civil, con antigúedad de 4 de abril del 2021, a los 

compañeros de la promoción de origen del recurrente, anunciada por 
Resolución 160/38128/2019, de 10 de mayo (BOE n.2 116 de fecha 15 de 
mayo de 2019). 

Con fundamento en los anteriores hechos, la parte actora nos pide lo 
siguiente: 

Que reconozcamos «su derecho al cobro de los atrasos salariales existentes entre 

la fecha en la que los miembros de la promoción de origen del demandante 

ingresaron en la Escala de Cabos y Guardias (3 de octubre de 2019) y la fecha en la 

que se promueve el empleo del actor como guardia civil de la Escala de Cabos y 

Guardias de la Guardia Civil (9 de diciembre de 2024), procediendo así mismo a 

restar de dicho importe las cuantías dinerarias obtenidas por el recurrente en 

concepto de rendimientos del trabajo, con abono de los intereses devengados hasta 

el momento del pago». 
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Segundo. Las objeciones del abogado del Estado en sede judicial. Yendo 
más allá de lo expresado por la resolución del Ministerio del Interior impugnada, 
el abogado del Estado ha alegado en el acto del juicio, como causas de 
inadmisibilidad, la excepción de cosa juzgada [art. 69.d) de la LJCA] y la relativa 
a la reproducción de un acto anterior firme y consentido [art. 51.1.c) de la LICA 
en relación con los arts. 25 y 28 de la LJCA]. 

2.1. Cosa juzgada. A juicio del abogado del Estado, la pretensión que se 
deduce en este juicio ya ha sido juzgada y desestimada por la sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid (contencioso, sección 6.2) de 7 de 
octubre de 2021 (PO 130/2020), que estimó parcialmente su demanda en los 
siguientes términos: 

«1.- ESTIMAR EN PARTE el recurso contencioso-administrativo 130/19, 

interpuesto por el procurador D. José Javier Freixa Iruela, en nombre y 

representación de D. GUILLERMO ARIAS DONCEL, contra la Resolución de 9 

de enero de 2020, de la DIRECCIÓN GENERAL DE LA GUARDIA CIVIL (Mando 

de Personal- Jefatura de Enseñanza), por la que se desestima el recurso de 

alzada interpuesto contra la Resolución de 26-09-19 del Tribunal de 

Selección, por las que se declara no apto al recurrente en la prueba de 

reconocimiento médico, en convocatoria de proceso selectivo para ingreso 

en centros docentes de formación de la Escala de Cabos y Guardias de la 

Guardia Civil (Resolución de 10.05.19 - BOE 16.05.19), actuación 

administrativa que en consecuencia se revoca y anula en tanto que no 

ajustada a Derecho, con retroacción de actuaciones para que se evalúe 

nuevamente la prueba realizada y se califique la misma en los términos 

contenidos en el F£ D.2 6%, último párrafo, de esta sentencia». 

2.- DESESTIMAR el presente recurso en todo lo demás». 

El abogado del Estado sostiene que el pronunciamiento relativo a la 
«desestimación del presente recurso en todo lo demás», supone haber 
enjuiciado las mismas pretensiones que aquí y ahora se plantean, y haberlas 
desestimado. 

No estamos en absoluto de acuerdo con tal tesis. Veamos. Es verdad que en 
la demanda presentada ante el TSJ de Madrid (sección 6.2) y resuelta por la 
sentencia de 7 de octubre de 2021 (PO 130/2020), el actor formuló, en esencia, 

las siguientes pretensiones: 

a) Anulación de la resolución que le declaró no apto en la prueba de 
reconocimiento médico para su ingreso en la Escala de cabos y guardias 
del Cuerpo de la Guardia Civil (convocatoria de mayo 2019). 

b) Su inmediata incorporación con su promoción al centro docente. 
C) En caso de superar este periodo, solicitaba también ser nombrado 

miembro de la Escala de cabos y guardias del cuerpo de la Guardia Civil 
incluyéndole en el Escalafón en el puesto que le hubiera correspondido 
en la promoción saliente de la convocatoria en que participó, con la 
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misma antigúedad y resto de efectos económicos y administrativos que 
los obtenidos por quienes superaron esa convocatoria. 

d) Adicionalmente, reclamaba que «en su momento y en su caso», se debería 
practicar la oportuna liquidación de haberes a fin de abonar las 
diferencias que pudieran existir entre las retribuciones que perciba el 
recurrente en la fase de formación a la que fuere llamado y las que 
deberían habérsele abonado de haber sido designado guardia civil en el 
mismo momento en el que fueron nombrados como tales los compañeros 
de la promoción en la que concurrió. 

e) Añade que, «al liquidar las cantidades a abonar por salarios dejados de 
percibir desde que —en su caso— debiera haber sido nombrado», habrán 
de deducirse aquellas otras cantidades que el demandante hubiera 
recibido por actividades o conceptos incompatibles con la actividad 
policial (y pone ejemplos). 

f) Finalmente, reclamaba que la cantidad resultante de la anterior 
liquidación se incrementase en los intereses legales (precisando las 
fechas de inicio y final de cómputo de los mismos). 

Desde luego, la redacción original del petitum de la demanda era 
manifiestamente mejorable. Lo farragoso es enemigo de lo claro. El caso es que 
el TSJ de Madrid, en la sentencia que alega el abogado del Estado, decidió hacer 
una estimación sui generis de la demanda y, sin entrar en el fondo del asunto, 
ordenó la retroacción de actuaciones para que se evaluase nuevamente la prueba 
realizada y se calificase la misma. El tribunal, por consiguiente, no prejuzgó el 
resultado de la nueva evaluación médica y no podía predecir si iba a ser apto o 
no. La fundamentación nuclear de la sentencia sostenía que faltaba motivación 
en la puntuación o calificación aplicada al actor para declararle no apto. 

Así las cosas, la desestimación «del resto de pretensiones» solo puede 
entenderse, rectamente, como una fórmula de estilo, expresiva de que no se 

entra a resolverlas, sin más. Ello sin perjuicio de que el actor pudiera, en su 
momento y mediante una petición específica, reclamarlas de la Administración. 

Abunda en esta interpretación el auto de 22 de enero de 2025, del propio TSJ 
(contencioso, sección de ejecuciones) de Madrid en fase de ejecución de 
sentencia dictada en el PO 130/2020. El abogado del Estado lo ha invocado como 
apoyo a su tesis de cosa juzgado; pero, en realidad, si se lee con atención, se 
infiere todo lo contrario a lo que defiende el abogado del Estado. En efecto, se 
dice en el citado auto que la sentencia de 7 de octubre de 2021 (PO 130/2020) 
ya había sido ejecutada porque «únicamente acordaba la retroacción del 
procedimiento para que se reevaluara la prueba de reconocimiento médico». 

Y, si bien añade que «expresamente desestimaba las restantes pretensiones 
del suplico, entre las que estaba el abono de diferencias económicas», la sección 

de ejecuciones lo interpreta del mismo tenor que antes hemos expuesto: una 
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desestimación entendida como un simple no entrar en el fondo del asunto, sin 

prejuzgarlo. Por eso, el mismo auto termina remitiendo al actor a «promover un 

procedimiento ad hoc, si así le conviniera, para instar la pretensión que se 
formula en la presente pieza de incidente de ejecución». 

Reténgase que lo pedido por el actor en ese incidente era el abono de las 
diferencias económicas entre los percibido por los compañeros de la promoción 
de origen, nombrados guardias civiles, y lo recibido por el actor, que fue 
nombrado en una promoción posterior. De haber estimado la sección de 
ejecuciones que la «desestimación del recurso en todo lo demás» (pronunciada 
por la STJS de 7 de octubre de 2021, reiteradamente citada) se refería al fondo 
de lo pretendido, no habría indicado al actor la vía de un procedimiento 
específico para reclamar esas diferencias económicas. 

En suma, procede rechazar la tesis del abogado del Estado relativa a la 
inadmisión del recurso por cosa juzgada. 

2.2. Reproducción de un acto anterior firme y consentido. La segunda 
objeción sobre inadmisibilidad formulada por el abogado del Estado es que lo 
ahora pedido en este pleito es reproducción de un acto firme y consentido 

anterior. Según su tesis, la Orden DEF/1387/2024, de 2 de diciembre (BOE n 

296 de 9 de diciembre de 2024), que promovió al actor al empleo de guardia civil, 
con antigiiedad de 4 de abril de 2021, supuso un acto firme y consentido que 
ahora se pretende cuestionar en esta sede. 

No se comparte tal planteamiento; es más, difícilmente se entiende. La orden 

en cuestión se limitó a promover al actor al empleo de guardia civil con la misma 
antigúedad, de 4 de abril de 2021, que sus compañeros de la originaria 
promoción en la que fue declarado no apto. La orden adoptó una resolución con 
la que estaba de acuerdo el actor. No veo razón alguna para que, dejar que 
alcanzase firmeza, le impida reclamar el derecho al cobro de los atrasos 

salariales existentes que son objeto de este proceso. La orden a que alude el 
abogado del Estado no tenía por qué ir más allá de la determinación de la 
antigúedad del actor y, desde luego, el abogado del Estado no lo ha explicado. 

Como anunciamos, procede desestimar esta causa de inadmisión. 

Tercero. La posición de la Administración y la jurisprudencia. La 
resolución impugnada desestima las pretensiones del actor. En ella puede leerse 
lo siguiente: 

«[...] al no haber ostentado de manera efectiva la condición de alumno durante el 

periodo reclamado, no ha devengado las retribuciones inherentes a tal condición 

establecidas en el capítulo IX del Real Decreto 131/2018, de 16 de marzo, por el que 

se aprueba el Reglamento de ordenación de la enseñanza en la Guardia Civil». 
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Y sostiene que la sentencia que ordenó la retroacción de actuaciones para 
que se evaluase nuevamente al actor en relación con la declaración de no apto 
en la prueba de reconocimiento médico, sin ningún otro pronunciamiento, ha 
sido completamente ejecutada en sus propios términos. Estamos de acuerdo en 
esta última afirmación; de lo contrario, sería el TSJ de Madrid quien tendría que 
ejecutar el resto de su sentencia y no procedería la tramitación de un 
procedimiento ad hoc, como aquí sucede. Por lo demás, ya hemos explicado que 
en la sentencia ejecutada del TSJ de Madrid no fue objeto de enjuiciamiento lo 
que ahora se pretende. 

Esto sentado, debe traerse aquí a colación la doctrina del Tribunal Supremo 
(Sala 3.2, sección 4.2) expuesta, entre otras, en su sentencia de 31 de marzo de 

2022, recurso 2346/2021 (ECLI:ES:TS:2022:1165), sobre la siguiente cuestión 
de interés casacional: 

«Determinar si los actos administrativos que ponen fin a un proceso selectivo 

declarando derechos en favor de los interesados, dictados en sustitución y desarrollo 

de otros previos anulados judicialmente y que determinaron la exclusión de 

aspirantes de aquél, comportan eficacia retroactiva a los efectos del artículo 39.3 de 

la Ley 30/2015, de 1 de octubre, Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, ello de manera que (i) pueda entenderse que en esos 

aspirantes concurriesen los supuestos de hecho necesarios ya en la fecha a que se 

retrotraiga la eficacia del acto y, (ii) deban tener la misma posición jurídica que los 

demás aspirantes que superaron el mismo proceso selectivo». 

El alto tribunal, en su argumentario, recuerda su propia jurisprudencia: 

1) Así, en la STS de 29 de enero de 2014 (recurso de casación 3201/2012) 
se dijo en un supuesto análogo: 

«declarar que la recurrente ha superado la fase de oposición y tiene el derecho a 

seguir el curso de formación y periodo de prácticas previsto en la convocatoria y, en 

el caso de superar esta última fase del proceso selectivo, el derecho también a ser 

nombrada funcionaria con los mismos efectos administrativos y económicos que los 

demás aspirantes seleccionados en la convocatoria». 

2) Y también la STS de 4 de febrero de 2014 (recurso casación 3886/2012) 
en que se dijo: 

«procede tener por superadas las notas a que se refiere la calificación de las 

prácticas con un 5, ordenando el ingreso del actor en el cuerpo de la Guardia Civil con 

la fecha de efectos que le hubiera correspondido en su promoción y los demás 

pronunciamientos favorables». 

3) En la sentencia de 26 de diciembre de 2012 (recurso de casación 
144/2012) se reiteró, en esencia, dado que lo impugnado era el resultado final 
del mismo proceso selectivo, lo dicho en la sentencia de 28 de septiembre de 
2012 (recurso de casación 2536/2011). Así, la cuestión significativa, en lo que 
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aquí interesa, es que el Tribunal Supremo declaró que «debían reconocerse todos 
los efectos legales derivados de la condición de superación del concurso-oposición, 
con efectos retroactivos al momento del nombramiento del resto de personal 
estatutario aprobado en el concurso-oposición a que concurrió los respectivos 
recurrentes en cada proceso». 

ADIMIISTRACIÓN 4) Y, enla sent.el.lc,ia de 7 de febrero de 2018 (recurso de casación 3024/2015) 
DE JUSTICIA en su fallo se explicitó: 

«declarar que la recurrente ha superado la fase de oposición y tiene el derecho a 

seguir el curso de formación y periodo de prácticas previsto en la convocatoria y, en el 

caso de superar esta última fase del proceso selectivo, el derecho también a ser 

nombrada funcionaria con los mismos efectos administrativos y económicos que los 

demás aspirantes seleccionados en la convocatoria». 

5) Y en las dos sentencias de 31 de julio de 2014 (recurso de casación 
3779/2013 y recurso de casación 2001/2013), luego reiterado, al tratarse del 
mismo proceso selectivo, en la de 13 de julio de 2016 (recurso casación 
2036/2014), nuestro alto tribunal falló del siguiente tenor: 

«Que reconocemos al recurrente el derecho a que se le tenga por superado con la 

calificación de treinta y un puntos el segundo ejercicio de la fase de oposición, a que 

se siga respecto de él el proceso selectivo y a que, si tras la fase de concurso, la 

puntuación total que le correspondiera superase la del último aspirante que obtuvo 

plaza, se proceda a su nombramiento como funcionario con efectos desde el momento 

en que se produjeron para los que fueron nombrados en su día». 

Tras la anterior exposición, la STS (Sala 3.2, sección 4.2) de 31 de marzo de 
2020, ya citada, respondió a la cuestión de interés casacional: 

«los actos administrativos que ponen fin a un proceso selectivo declarando 

derechos en favor de los interesados, dictados en sustitución y desarrollo de otros 

previos anulados judicialmente y que determinaron la exclusión de aspirantes de 

aquél, comportan eficacia retroactiva a los efectos del articulo 39.3 de la Ley 30/2015, 

de 1 de octubre, Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, ello de manera que (i) puede entenderse que en esos aspirantes concurren 

los supuestos de hecho necesarios ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del 

acto y, (ii) deben tener la misma posición jurídica que los demás aspirantes que 

superaron el mismo proceso selectivo». 

Más recientemente, la STS (Sala 3.2, sección 4.2) de 21 de octubre de 2024, 

rec. 3281/2022 (ECLI:ES:TS:2024:5131). El contexto en el que se enmarca el 
caso es el siguiente: Un demandante concurre a un proceso selectivo como 
aspirante a una plaza funcionarial y resulta excluido o suspendido. Impugna el 
acto que así le perjudicó, la sentencia es estimatoria y el tribunal ordena que el 
proceso selectivo, para él, se retrotraiga y para que sea examinado. El 
demandante lo supera y al cabo del tiempo —años— por fin ingresa en el cuerpo 
o Escala al que aspiraba. 
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En estas circunstancias, y sobre el pago de las retribuciones dejadas de 
percibir, dice el alto tribunal: 

«Distinto es el pago de las retribuciones dejadas de percibir durante esos años. 

Percibirlas es una pretensión lógica derivada del principio de indemnidad, luego es 

reclamable que se indemnice el daño consistente en un lucro cesante, pero esa 

reparación no es un efecto inherente hasta el punto de eximir de la carga procesal de 

reclamarla expresamente. Se trata de una pretensión de la que dispone el perjudicado, 

es un daño personal, desde luego indemnizable, pero no ante la reconstrucción de su 

vida estatutaria que sí es una consecuencia insoslayable por razón del efecto 

retroactivo de la declaración de nulidad, todo para la correcta inserción del 

demandante en un régimen estatutario». 

Cuarto. Aplicación al caso. A nuestro juicio, no cabe duda de que la anterior 
doctrina del Tribunal Supremo es aplicable al caso enjuiciado. Recordemos lo 
sucedido: 

a) 

b) 

9 

d) 

El actor, en un primer momento, fue declarado no apto en la prueba de 
reconocimiento médico para su ingreso en el Cuerpo de la Guardia Civil. 
El TSJ de Madrid anuló tal declaración y ordenó una nueva evaluación 
médica del actor. 
En ejecución de esta sentencia se realizó una nueva calificación de la 
prueba de reconocimiento médico del ahora recurrente declarándole 
apto. 
El actor accedió en diciembre de 2022 a la formación para su posterior 
incorporación a la Escala de Cabos y Guardias de la Guardia Civil. 
Y, por Orden DEF/1387/2024, de 2 de diciembre (BOE n.2 296 de 9 de 
diciembre de 2024), se promovió al demandante al empleo de guardia 
civil de la Escala de cabos y guardias de la Guardia, con antigúedad de 4 
de abril de 2021. 

Por consiguiente, nos encontramos en una situación idéntica u homologable 
a las examinadas por nuestro alto tribunal en las sentencias expuestas en el 
anterior fundamento de derecho: 

i 

ii) 

Declaración de no apto que determinó la exclusión de su originaria 
promoción anulada judicialmente. 
Posterior declaración de apto e ingreso en la Escala de cabos y 
guardias de la Guardia Civil en 2024, con antigúedad de 4 de abril de 
2021. 

Pues bien, la Administración acordó la retroacción de su antigúedad al 4 de 

abril de 2021 (equiparándole en este aspecto a sus compañeros de la originaria 
promoción). Esta decisión satisface, solo en parte, la identidad de posición 
jurídica con respecto a esos compañeros de la originaria promoción (en suma, 
solo satisface en parte la indemnidad del actor). 
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En efecto, los compañeros de la promoción de origen del dicente se 
incorporaron a la Academia de Guardias de la Guardia Civil de Baeza el día 3 de 
octubre de 2019, siendo esta fecha en la que estos comenzaron a percibir 
retribuciones. Entre tanto, el actor continuaba enredado en un proceso judicial 
y administrativo para anular la calificación de no apto en el reconocimiento 
médico, que fue judicialmente considerada no ajustada a derecho. Recuérdese 
que el Tribunal Supremo ha dicho que aspirantes como el actor «deben tener la 
misma posición jurídica que los demás aspirantes que superaron el mismo 
proceso selectivo»; enfatizamos que el alto tribunal alude a la «misma» posición 
jurídica; no «parecida» o «semejante». 

Por consiguiente, también en lo concerniente a las retribuciones, el actor 

debe ser repuesto en los mismos efectos económicos de los que disfrutaron los 
demás aspirantes seleccionados en la convocatoria originaria. Ello exige, tal y 
como postula el actor, que se regularicen las retribuciones dejadas de percibir 
desde la fecha en que le hubiera correspondido ingresar en la Academia de la 
Guardia Civil con el resto de sus compañeros de su originaria promoción (3 de 
octubre de 2019) hasta la fecha en el actor fue promovido al empleo de guardia 
civil (9 de diciembre de 2024); eso sí, deduciendo las retribuciones percibidas 
por el actor durante ese período. 

La defensa del actor ha plasmado en su demanda una liquidacién por 
importe total de 48 073,23 euros, en concepto de haberes adeudados al actor, 

durante el período comprendido entre el 3/10/2019 y el 9/12/2024. Pero, en el 
suplico de su demanda no ha pedido la condena de la Administración a tal 
cantidad, sino únicamente que se la condene «a reconocer al recurrente su 

derecho al cobro de los atrasos salariales existentes entre la fecha en la que los 
miembros de la promoción de origen del demandante ingresaron en la Escala de 
Cabos y Guardias (3 de octubre de 2019) y la fecha en la que se promueve el 
empleo del actor como guardia civil de la Escala de Cabos y Guardias de la 
Guardia Civil (9 de diciembre de 2024), procediendo así mismo a restar de dicho 
importe las cuantías dinerarias obtenidas por el recurrente en concepto de 
rendimientos del trabajo, con abono de los intereses devengados hasta el 
momento del pago». Este, y no otro, puede ser, por el principio de congruencia, 
el contenido del fallo estimatorio en esta sentencia. 

Quinto. En virtud de cuanto se ha expuesto, procede estimar íntegramente 
la demanda. Las costas se imponen a la Administración demandada (art. 139.1 
de la LJCA). 

Información sobre recursos. Se trata aquí de un asunto de cuantía indeterminada. Nos 

encontramos, en consecuencia, con un proceso en primera instancia [cfr. art. 81.1 de la LJCA], 

de manera que la presente resolución podrá ser apelada mediante escrito razonado, 

presentado ante este juzgado en el plazo de los quince días siguientes a la notificación de esta 

sentencia (art. 85.1 de la LJCA). 

10 

FIRMA (1): Luis Alfredo De Diego Diez (23/05/2025 13:46)

OLALLA GOMEZ
Sello sentencias



ADMINISTRACION 

DE JUSTICIA 

Serd preceptivo a tal fin consignar como depdsito, al tiempo de interponer el recurso, la 

cantidad de 50 euros en la cuenta de depósitos y consignaciones con número 3233-0000-94- 

021-25 abierta en Banco Santander a nombre de este juzgado, código “22. Contencioso- 

Apelación” (disp. ad. 15.2 de la LOPJ añadida por LO 1/2009), salvo que concurra alguno de los 

supuestos de exclusión previstos en el apartado 5.2 de dicha disposición adicional. 

Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, el código y tipo de recurso deberá 

indicarse justamente después de especificar los 16 dígitos de la cuenta expediente, separado por 

un espacio. 

En cualquier caso, con el escrito de interposición del recurso deberá acompañarse copia del 

resguardo de ingreso debidamente cumplimentado, para acreditar la constitución previa del 

indicado depósito. 

En atención a lo expuesto, 

ALLO: 

1. Estimo íntegramente la demanda rectora de esta litis, al no ser 

ajustada a derecho la resolución impugnada. En consecuencia: 
1.1. Anulo la resolución impugnada. 
1.2. Condeno a la Administración demandada a reconocer al 

recurrente su derecho al cobro de los atrasos salariales 
existentes entre la fecha en la que los miembros de la 
promoción de origen del demandante ingresaron en la Escala 
de Cabos y Guardias (3 de octubre de 2019) y la fecha en la que 
se promueve el empleo del actor como guardia civil de la Escala 
de Cabos y Guardias de la Guardia Civil (9 de diciembre de 
2024), procediendo así mismo a restar de dicho importe las 
cuantías dinerarias obtenidas por el recurrente en concepto de 
rendimientos del trabajo, con abono de los intereses 

devengados hasta el momento del pago. 

2. Condeno a la Administración demandada al pago de todas las 
costas ocasionadas en este proceso. 

Una vez firme esta sentencia, comuníquese a la Administración demandada 

con copia electrónica de la misma para su ejecución. 

Así, por esta mi sentencia, de la que se unirá documento judicial electrónico 
a los autos, lo pronuncio, mando y firmo. 
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